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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

 

 

TESIS 
 
 
 

Registro digital: 2030850 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materia(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 146/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030850   
 
PADRES DE VÍCTIMAS MENORES DE EDAD EN EL DELITO DE FEMINICIDIO. DEBE RECONOCERSE SU 
CALIDAD DE VÍCTIMAS INDIRECTAS EN EL PROCESO PENAL, ASÍ COMO EL DERECHO A UNA 
REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO. 
 
 Hechos: Dos adultos y un adolescente agredieron sexualmente y privaron de la vida a una niña, 
quien fue localizada por sus familiares y junto con vecinos del lugar en donde ocurrió lo anterior, 
lograron la detención de los presuntos agresores. 
Con motivo de los hechos, el adolescente fue juzgado en el sistema de justicia penal juvenil. Por su 
parte, se instruyó un proceso penal acusatorio en contra de los adultos por la comisión del delito de 
feminicidio. En el desarrollo del juicio, los familiares de la víctima directa fueron amenazados, razón 
por la cual se les concedieron medidas de protección y fueron forzados a abandonar la entidad 
federativa en la que habitaban. Durante la aplicación de esa medida un hermano menor de la 
víctima falleció por complicaciones en su salud. 
Seguida la secuela procesal, se dictó un fallo condenatorio en contra de uno de los imputados, 
mientras que el otro fue absuelto, lo cual se confirmó en apelación. Inconformes, los padres de la 
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víctima promovieron un juicio de amparo directo, que se les concedió para que se repusiera el 
procedimiento. Más tarde, se dictó un nuevo fallo condenatorio en contra de los dos adultos, el cual 
fue confirmado en segunda instancia. Sin embargo, los padres de la niña decidieron presentar un 
segundo juicio de amparo directo, en virtud de que la condena a la reparación del daño no los 
incluyó como víctimas indirectas del delito, pero se les negó la protección constitucional. Ante ello, 
interpusieron un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: El reconocimiento de la calidad de víctima indirecta no exige una carga probatoria 
rigurosa en los procesos penales instruidos por la comisión del delito de feminicidio en agravio de 
una niña o adolescente, por lo que basta acreditar la relación de ascendencia con la víctima directa 
para garantizar su acceso a la reparación integral del daño. 
Justificación: La reforma al artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
del año 2000 y posteriormente la reforma a ese mismo precepto dentro de la transición del sistema 
penal mixto al acusatorio de 2008, representaron un hito histórico para el reconocimiento de los 
derechos de las víctimas en un proceso penal, pues se permitió que se erigieran como parte en el 
procedimiento, con un catálogo de derechos constitucionalmente reconocidos. 
Ahora bien, las víctimas indirectas del delito, reconocidas en el artículo 4, segundo párrafo, de la Ley 
General de Víctimas, son los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que 
tengan una relación inmediata con ella. Para la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, la víctima indirecta en la comisión de un delito es la persona que se ve afectada de manera 
secundaria por la conducta ilícita, pero a partir de ella se violentan sus propios derechos, por lo que 
una vez que la violación le alcanza se convierte en lesionada bajo un título propio. 
Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el Caso Campo Algodonero contra 
México, consideró que los familiares de las víctimas, en situaciones tan atroces e indignantes como 
el feminicidio, pueden verse afectados en su salud mental y emocional ante el homicidio de su 
familiar, así como por el contexto en el que ocurren los hechos, por lo que tienen el carácter de 
víctimas. 
Por tal motivo, los órganos jurisdiccionales tienen la obligación de proteger los derechos de las 
víctimas indirectas del delito de feminicidio, y para ello deberán seguir los siguientes pasos: a) 
presumir que la madre y el padre poseen esa calidad y únicamente se podrá destruir esa presunción 
si se advierten elementos objetivos, suficientes y razonables que demuestren que no existe un 
vínculo afectivo con la víctima directa; b) verificar si hay elementos de prueba suficientes para 
determinar una afectación a la integridad física y psíquica a las víctimas indirectas; y c) si no 
existieran elementos de convicción para la cuantificación de la reparación del daño, ordenarán que 
se realice en la etapa de ejecución de sentencia. 
La calidad de víctimas indirectas dentro del procedimiento penal no requiere de la acreditación de 
elementos rigurosos, pues basta con que las personas demuestren ser ascendientes de una víctima 
menor de edad para que se les reconozca esa calidad, con independencia de que se les hubiera dado 
una denominación diferente como parte ofendida, representantes de los intereses de la víctima u 
otras, ya que se trata de identificar una misma figura jurídica. 
Por lo tanto, ante conductas delictuosas en las que el resultado es la pérdida de la vida de un ser 
querido, la existencia del daño debe observarse con un estándar razonablemente atenuado y 
presumirse en favor de las víctimas indirectas, lo cual amerita brindarles una reparación integral en 
el daño sufrido. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 5363/2023. 14 de mayo de 2025. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
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Tesis de jurisprudencia 146/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030840 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materia(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 126/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030840  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. ESTÁNDAR DE VERACIDAD QUE DEBEN CUMPLIR LAS 
MANIFESTACIONES EXTERNADAS EN UNA COLUMNA DE OPINIÓN PUBLICADA POR UNA PERSONA 
PERIODISTA.  
 
Hechos: Un exservidor público presentó una demanda por daño moral en la vía ordinaria civil en 
contra de un periodista, en la que alegó que las opiniones que divulgó en una columna periodística 
de su autoría, cuando él ya no era funcionario, afectaban su derecho al honor debido a que 
derivaban de información falsa. 
El juez de primera instancia dictó sentencia en la que absolvió al demandado de todas las 
prestaciones reclamadas. Esta resolución fue revocada en apelación y se condenó al periodista, 
entre otras prestaciones, al pago de una indemnización. 
En contra de esta sentencia, la parte demandada promovió un juicio de amparo directo en el que 
adujo que debía darse prevalencia a la libertad de expresión, al versar la columna sobre un tema de 
interés público y además al no haberse acreditado el estándar de malicia efectiva o real malicia. 
Posterior a su atracción, la Suprema Corte de Justicia de la Nación concedió el amparo al periodista, 
al concluir que la opinión expresada en su columna se encontraba protegida por la libertad de 
expresión y no transgredió injustificadamente el honor de la parte actora, ya que se basó en hechos 
de interés público, que fueron investigados de forma diligente y suficiente, y que fomentan la 
discusión y la formación de la opinión de la audiencia. 
Criterio jurídico: Las manifestaciones externadas en una columna de opinión publicada por un 
periodista merecen protección constitucional si cumplen con el estándar de veracidad, en su 
modalidad de sustento fáctico suficiente. 
Justificación: La libertad de expresión es un derecho fundamental que ampara dos vertientes en 
función del objeto de la expresión: la libertad de información y la libertad de opinión. 
La libertad de información se refiere a la transmisión de hechos considerados noticiables y tiene 
como objeto proteger la divulgación de hechos veraces e imparciales; esto, en el entendido de que 
la veracidad exige únicamente que la información provenga de un razonable y recto ejercicio de 
investigación y comprobación encaminado a determinar si los hechos que quieren difundirse tienen 
suficiente asidero en la realidad. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030840


4 
 

Por su parte, la libertad de opinión protege la manifestación de ideas y juicios de valor, los cuales, 
en principio, por su propia naturaleza no requieren de una demostración de exactitud o veracidad 
y, en tanto versen sobre temas de interés público, deberán entenderse constitucionalmente 
protegidos. 
No obstante, la distinción entre hechos y opiniones a veces puede ser compleja, pues en ocasiones 
el mensaje sujeto a escrutinio es una amalgama entre ambos; es decir, existen casos en los que las 
expresiones de una persona relacionadas con temas de relevancia pública pueden generarse, entre 
otros supuestos, a través de una opinión que aparentemente se basa o se fundamenta en datos 
fácticos. 
En ese sentido, para determinar si merecen protección constitucional las opiniones que se 
relacionan con temas de interés público y cuya formulación se sustenta en hechos mencionados en 
la propia columna de opinión, debe verificarse alguna de las siguientes alternativas: a) si los hechos 
mencionados son del conocimiento público o pueden ser verificados, o b) si los hechos se introducen 
por primera vez en el propio discurso, construido a partir de la opinión, y no los puede verificar el 
público lector. 
En ambos casos se requiere un estándar de veracidad, es decir, una diligencia responsable para 
corroborar que hay un sustento fáctico suficiente en lo que se informa, ya sea porque se trata de 
hechos de dominio público y, por tanto, verificables, o bien, porque el autor proporciona 
información completa y suficiente para que su audiencia conozca tanto los hechos como su opinión. 
En el primer supuesto, la opinión erigida sobre un sustrato fáctico estaría en principio protegida por 
tratarse de libertad de expresión, porque los hechos son de conocimiento público y pueden ser 
corroborados. Mientras que, en el segundo, se adquiere tal protección constitucional sólo a partir 
de la diligencia desplegada por el autor para dar a conocer un hecho sobre el cual va a opinar, con 
base en información que verificó de forma diligente y suficiente y en ejercicio responsable de la 
libertad de expresión. 
De lo contrario, la persona juzgadora podrá concluir que existe malicia cuando la opinión se 
construye sobre hechos que no pueden ser verificados por la audiencia y se difunde dicha 
información a sabiendas de que es falsa, o bien, cuando se publica con total negligencia, sin haber 
realizado una mínima diligencia para comprobar su veracidad. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo 30/2020. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 126/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030842 
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Tesis: 1a./J. 127/2025 (11a.) 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030842  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LEGISLACIÓN APLICABLE CUANDO SE DEMANDA UNA INDEMNIZACIÓN 
POR DAÑO MORAL CON MOTIVO DE SU EJERCICIO ABUSIVO.  
 
Hechos: Un exservidor público presentó una demanda por daño moral en la vía ordinaria civil en 
contra de un periodista, en la que alegó que las opiniones que divulgó en una columna periodística 
de su autoría, cuando él ya no era funcionario, afectaban su derecho al honor debido a que 
derivaban de información falsa. 
El juez de primera instancia dictó sentencia en la que absolvió al demandado de todas las 
prestaciones reclamadas. Esta resolución fue revocada en apelación y se condenó al periodista, 
entre otras prestaciones, al pago de una indemnización. 
En contra de esta sentencia, la parte demandada promovió un juicio de amparo directo en el que 
adujo que debía darse prevalencia a la libertad de expresión, al versar la columna sobre un tema de 
interés público y además al no haberse acreditado el estándar de malicia efectiva o real malicia. 
Posterior a su atracción, la Suprema Corte de Justicia de la Nación concedió el amparo al periodista, 
al concluir que la opinión expresada en su columna se encontraba protegida por la libertad de 
expresión y no transgredió injustificadamente el honor de la parte actora, ya que se basó en hechos 
de interés público, que fueron investigados de forma diligente y suficiente, y que fomentan la 
discusión y la formación de la opinión de la audiencia. 
Criterio jurídico: La legislación aplicable en la Ciudad de México en los casos que versan sobre 
responsabilidad civil por daño moral como consecuencia del ejercicio presuntamente abusivo de la 
libertad de expresión es la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección del Derecho a la Vida 
Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), ya que en lo 
relativo a la materia ha derogado el articulado correspondiente del Código Civil de la entidad, 
aunado a que la ley representa una norma especial y emitida posteriormente al Código Civil. Esto, 
con la precisión de que no deben confundirse las reglas presentes en la referida ley local con los 
estándares de regularidad constitucional aplicables en la materia. 
Justificación: El artículo 1, párrafos segundo y tercero, de la Ley de Responsabilidad Civil para la 
Protección del Derecho a la Vida Privada, el Honor y la Propia Imagen en el Distrito Federal (ahora 
Ciudad de México), delimita el objeto de la ley a regular el daño al patrimonio moral derivado del 
abuso del derecho a la información y de la libertad de expresión. A su vez, el referido precepto 
puntualiza que el daño al patrimonio moral, diverso del ahí regulado, se seguirá rigiendo por lo 
dispuesto en el artículo 1916 del Código Civil para la entidad. 
Esto significa que en la Ciudad de México existen dos regímenes normativos distintos para regular 
la responsabilidad civil por afectaciones al patrimonio moral dependiendo de su origen: a) si la 
acción para reclamar la reparación del daño deriva del ejercicio presuntamente abusivo de la 
libertad de expresión, la legislación aplicable es la Ley de Responsabilidad Civil para la Protección 
del Derecho a la Vida Privada (ahora Ciudad de México), el Honor y la Propia Imagen en el Distrito 
Federal; y b) por exclusión, si la acción tiene como punto de partida un hecho o acto jurídico distinto, 
el marco normativo aplicable es el previsto en el artículo 1916 del Código Civil de la entidad. 
Lo anterior se refuerza con la exposición de motivos de la ley, según la cual resultaba necesario 
sustituir la institución del daño moral prevista en el código sustantivo con una ley especial de 
naturaleza civil que, por un lado, despenalizara los denominados delitos contra el honor y, por el 
otro, permitiera un proceso ágil, eficaz y pertinente para resarcir los derechos de la personalidad 
lesionados con motivo del ejercicio del derecho a la libertad de expresión. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030842
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PRIMERA SALA. 
Amparo directo 30/2020. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 127/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030847 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materia(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 144/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030847  
 
MEDIDAS DE PROTECCIÓN PARA VÍCTIMAS INDIRECTAS DE UN DELITO. OBLIGACIONES DE LAS 
AUTORIDADES CUANDO DECRETEN SU DESPLAZAMIENTO FORZADO A UN LUGAR DISTINTO AL DE 
SU DOMICILIO.  
 
Hechos: Dos adultos y un adolescente agredieron sexualmente y privaron de la vida a una niña, 
quien fue localizada por sus familiares y junto con vecinos del lugar en donde ocurrió lo anterior, 
lograron la detención de los presuntos agresores. 
Con motivo de los hechos, el adolescente fue juzgado en el sistema de justicia penal juvenil. Por su 
parte, se instruyó un proceso penal acusatorio en contra de los adultos por la comisión del delito de 
feminicidio. En el desarrollo del juicio, los familiares de la víctima directa fueron amenazados, razón 
por la cual se les concedieron medidas de protección y fueron forzados a abandonar la entidad 
federativa en la que habitaban. Durante la aplicación de esa medida un hermano menor de la 
víctima falleció por complicaciones en su salud. 
Seguida la secuela procesal, se dictó un fallo condenatorio en contra de uno de los imputados y el 
otro fue absuelto, lo cual se confirmó en apelación. Inconformes, los padres de la víctima 
promovieron un juicio de amparo directo, que se les concedió para que se repusiera el 
procedimiento. Más tarde, se dictó un nuevo fallo condenatorio en contra de los dos adultos, el cual 
fue confirmado en segunda instancia. Sin embargo, los padres de la niña decidieron presentar un 
segundo juicio de amparo directo, en virtud de que la condena a la reparación del daño no los 
incluyó como víctimas indirectas del delito, pero se les negó la protección constitucional. Ante ello, 
interpusieron un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: Las autoridades estatales pueden decretar como medida de protección en un 
procedimiento penal el desplazamiento forzado de los familiares de la víctima de un delito, derivado 
de amenazas de muerte realizadas en contra de esa familia. Esta medida tiene como finalidad la 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030847
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protección y el bienestar de esas personas, por lo que dichas autoridades tienen la obligación de 
garantizar la subsistencia económica de la familia, brindando habitación digna, atención médica 
efectiva, acompañamiento psicológico y medidas de atención en general durante el tiempo que 
dure esa medida. 
Justificación: La aplicación de medidas de protección decretadas en un procedimiento penal pueden 
implicar el desplazamiento de los familiares de las víctimas de delito a una residencia distinta, lo 
cual busca garantizar su seguridad y bienestar. Por ello, las autoridades que han decretado esas 
medidas tienen el deber de aportar condiciones económicas que garanticen su subsistencia digna, 
considerando la imposibilidad natural de los familiares para adquirir sus propios recursos derivado 
de su resguardo. 
En ese sentido, deben asegurar la subsistencia económica de la familia, lo que incluye los apoyos 
económicos que surjan improvisadamente durante la medida, por ejemplo, la cobertura de gastos 
funerarios en caso del fallecimiento de alguno de los integrantes de la familia. 
Asimismo, deben brindar una habitación digna, pues durante la medida es necesario que los 
familiares de víctimas se desenvuelvan en un ambiente propicio que aminore los efectos del daño 
que ha producido la comisión del delito. 
También deben aportar medidas de salud garantizada, lo que significa que tienen la obligación de 
establecer una comunicación inmediata con las personas resguardadas a través de servidores 
públicos que respondan por las necesidades básicas de los integrantes de la familia, entre ellas, los 
mecanismos institucionales para brindar la atención médica especializada y de urgencia que 
requieran para asegurar su bienestar. Lo anterior incluye, desde luego, acompañamiento 
psicológico permanente a cada persona sometida a la medida para favorecer el entendimiento de 
ese resguardo y superar los efectos nocivos subsecuentes a su imposición, como las limitaciones a 
su libertad deambulatoria que les impiden desarrollar una vida con normalidad. 
Esta obligación resulta especialmente relevante porque si el propósito de esa medida es asegurar el 
bienestar de la familia, es inadmisible que alguno de sus integrantes sufra consecuencias en su salud 
o en su integridad física y psicológica, o pierda la vida, a causa de una deficiente atención médica, 
como ocurrió en este asunto. 
De igual forma, deben brindarse medidas de atención en general, considerando las restricciones con 
que cuentan las víctimas sometidas a este tipo de medidas de protección, por lo que las autoridades 
encargadas de ejecutarlas tienen la obligación de designar funcionarios especializados que aseguren 
la atención inmediata y permanente para cualquier situación que requieran las personas durante 
todo el tiempo en que la medida siga vigente. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 5363/2023. 14 de mayo de 2025. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
 
Tesis de jurisprudencia 144/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030824 

Instancia: Primera Sala 
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Undécima Época 

Materia(s): Constitucional, Común, Penal 

Tesis: 1a./J. 143/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030824  
 
FEMINICIDIO. SU COMISIÓN PERMITE FORMULAR UNA EXHORTACIÓN A LAS AUTORIDADES 
ESTATALES PARA EMITIR MEDIDAS DE SATISFACCIÓN Y DE NO REPETICIÓN.  
 
Hechos: Dos adultos y un adolescente agredieron sexualmente y privaron de la vida a una niña, 
quien fue localizada por sus familiares y junto con vecinos del lugar en donde ocurrió lo anterior, 
lograron la detención de los presuntos agresores. 
Con motivo de los hechos, el adolescente fue juzgado en el sistema de justicia penal juvenil. Por su 
parte, se instruyó un proceso penal acusatorio en contra de los adultos por la comisión del delito de 
feminicidio. En el desarrollo del juicio, los familiares de la víctima directa fueron amenazados, razón 
por la cual se les concedieron medidas de protección y fueron forzados a abandonar la entidad 
federativa en la que habitaban. Durante la aplicación de esa medida un hermano menor de la 
víctima falleció por complicaciones en su salud. 
Seguida la secuela procesal, se dictó un fallo condenatorio en contra de uno de los imputados y el 
otro fue absuelto, lo cual se confirmó en apelación. Inconformes, los padres de la víctima 
promovieron un juicio de amparo directo, que se les concedió para que se repusiera el 
procedimiento. Más tarde, se dictó un nuevo fallo condenatorio en contra de los dos adultos, el cual 
fue confirmado en segunda instancia. Sin embargo, los padres de la niña decidieron presentar un 
segundo juicio de amparo directo, en virtud de que la condena a la reparación del daño no los 
incluyó como víctimas indirectas del delito, pero se les negó la protección constitucional. Ante ello, 
interpusieron un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: El feminicidio es un fenómeno de crisis social que exige de niveles relevantes de 
protección estatal, por lo que su realización permite formular una exhortación a las autoridades del 
Estado para que emitan medidas urgentes de no repetición y de satisfacción orientadas a visibilizar 
la gravedad del delito y su alarmante incremento, prevenir su realización, redignificar la memoria 
de las víctimas y transmitir un mensaje de reprobación oficial de los hechos. 
Justificación: El delito de feminicidio es la expresión más indignante de violencia contra la mujer por 
razones de género, especialmente cuando se comete en agravio de menores de edad. 
A nivel nacional e internacional, los datos estadísticos revelan un duro golpe de realidad sobre este 
fenómeno. Por ejemplo, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública ha 
reportado que, en menos de una década, el promedio diario de mujeres asesinadas por razones de 
género se ha duplicado, pasando de uno a dos feminicidios por día. Al respecto, la Comisión 
Interamericana destacó el incremento del 270 % en los casos de violación sexual, así como la 
desaparición de cuatrocientas niñas y adolescentes en dos mil catorce en México, lo que motivó la 
emisión de una alerta de violencia de género en julio de dos mil quince. Sería deseable que los datos 
anteriores sólo formaran parte de un discurso, pero lamentablemente son una crónica de este 
fenómeno que ha segado la vida de cada mujer y niña incluidas en esas cifras. 
Frente a este contexto, las autoridades del Estado mexicano tienen la obligación de contribuir en la 
prevención de este delito a través de una vocación transformadora, por lo que es procedente 
realizar una exhortación para que se lleven a cabo medidas de no repetición y de satisfacción cuando 
el órgano jurisdiccional advierta: a) la existencia de una sentencia condenatoria por el delito de 
feminicidio; b) que del expediente o de las pruebas desahogadas en juicio se desprendan factores 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030824
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de riesgo y circunstancias que propicien la comisión del delito que requieren ser anuladas; y c) que 
la autoridad haya incumplido su obligación de hacer frente a un fenómeno delictivo de gran impacto 
para la sociedad, en donde existe incluso una alerta de violencia de género. 
En ese sentido, las medidas de no repetición son relevantes porque buscan evitar que sucedan de 
nuevo los hechos, contribuyendo a la visibilidad y prevención del delito. Algunos ejemplos de éstas 
pueden ser la pavimentación de caminos, construcción de casetas de vigilancia, colocación de 
botones de auxilio y cámaras de seguridad, implementación de rondines policíacos en horarios 
reconocidos en los que las niñas, niños y adolescentes se trasladan a sus escuelas o regresan de 
ellas, la realización de pláticas sobre violencia de género a los miembros de las comunidades donde 
sucedió el delito, la provisión de capacitación a las autoridades locales en materia de derechos 
humanos y violencia por razones de género, así como el fomento del uso de las tecnologías de la 
información y comunicación para crear herramientas de búsqueda y protección de mujeres y niñas. 
En torno a las medidas de satisfacción, su finalidad es reintegrar la dignidad de la víctima, ayudar a 
reorientar su memoria, visibilizar la gravedad de este delito y su alarmante incremento, transmitir 
un mensaje de reprobación oficial de los hechos ilícitos, así como evitar que se consumen actos de 
similar naturaleza. Por ello, se pueden incluir dentro de este tipo de medidas, la construcción de 
una estatua de la víctima menor de edad en un lugar visible en el entorno físico en que ocurrieron 
los hechos, una disculpa pública en el lugar en donde se perpetró el delito con la presencia 
resguardada de los familiares de la víctima, en la que se redignifique su memoria, lo que además 
significará un compromiso por parte de las autoridades para que no se repita el delito. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 5363/2023. 14 de mayo de 2025. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl 
Armando Patiño Lara. 
 
Tesis de jurisprudencia 143/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030816 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materia(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 158/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030816  
 
DERECHO A UN MEDIO AMBIENTE SANO Y A LA SALUD PÚBLICA. SU GARANTÍA NO PUEDE 
CONDICIONARSE A CRITERIOS PURAMENTE ECONÓMICOS.  
 
Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo en contra de un acuerdo estatal que 
establecía parámetros para activar fases de contingencia ambiental, al considerar que dichos 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030816
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parámetros eran más laxos que los previstos en específicas Normas Oficiales Mexicanas. El Juez de 
Distrito negó el amparo, por lo que el tema de constitucionalidad subsistente se sometió al 
conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través del recurso de revisión que 
interpuso la quejosa. En el análisis del fondo, la Primera Sala abordó la tensión entre los efectos 
económicos de las decisiones regulatorias ambientales y la protección del derecho al medio 
ambiente sano y a la salud pública. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
protección al derecho a un medio ambiente sano y a la salud pública no puede condicionarse a 
criterios puramente económicos. 
Justificación: Las decisiones regulatorias en materia ambiental pueden tener efectos en la 
reasignación de costos en los sectores productivos; sin embargo, dichos efectos no justifican que las 
autoridades dejen de adoptar medidas eficaces para la protección de los referidos derechos ni 
condicionarlos a una evaluación de costos. 
Es criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el derecho al medio 
ambiente sano posee tanto una dimensión objetiva como subjetiva. Desde su faceta objetiva, 
implica la existencia de un sistema normativo e institucional que garantice la preservación y 
restauración de los ecosistemas, mientras que su dimensión subjetiva reconoce el derecho de toda 
persona a exigir condiciones ambientales adecuadas para su bienestar y desarrollo. En virtud de esta 
dualidad, la tutela del medio ambiente no sólo es un imperativo constitucional, sino que adquiere 
un valor intrínseco que trasciende cualquier análisis de costo-beneficio. En consecuencia, en la 
formulación de su política ambiental, las autoridades están constitucionalmente obligadas a 
proteger el derecho a un medio ambiente sano y a la salud sin condicionar su eficacia a eventuales 
repercusiones económicas. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 576/2023. 21 de mayo de 2025. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. Disidente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Juan Luis Hernández Macías. 
 
Tesis de jurisprudencia 158/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030827 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materia(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 150/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030827   
 
HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS EN MATERIA MERCANTIL. SE FINCA EN EL 
RECONOCIMIENTO QUE AMERITAN LOS DERECHOS ADQUIRIDOS POR COSA JUZGADA, AUNQUE 
NO EXISTA CONVENIO ENTRE MÉXICO Y EL PAÍS EN EL CUAL SE DICTÓ.  

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030827


11 
 

 
Hechos: Una empresa canadiense solicitó en México la homologación de una sentencia dictada a su 
favor por un Juez de una provincia de Canadá, país con el que no se tiene suscrita una convención 
internacional para ese propósito. El juicio fue promovido por la empresa en contra de un ciudadano 
mexicano que había sido su accionista y directivo, toda vez que éste compró para sí mismo una 
propiedad minera en México, que la empresa estaba interesada en adquirir y con la cual había 
iniciado negociaciones. 
En primera y segunda instancias se declaró procedente la homologación. Sin embargo, la parte 
condenada en el juicio canadiense promovió un juicio de amparo indirecto, en el que argumentó 
que la sentencia no podía homologarse porque transgredía el orden público mexicano. Lo anterior, 
ya que dicha sentencia había emanado de un juicio en el que, a su decir, se vulneró su derecho de 
acceso a la justicia, toda vez que, de acuerdo con el marco jurídico de aquel país, la posibilidad de 
impugnar esa sentencia estaba condicionada a la presentación de una garantía monetaria, por lo 
que optó por no apelarla. 
El tribunal que conoció del juicio concedió el amparo al considerar que, efectivamente, la 
homologación de la sentencia vulneraba el orden público mexicano, pues el hecho de que en la 
provincia canadiense donde aquélla se dictó se exigieran mayores requisitos para la procedencia del 
recurso de apelación, que los exigidos en México en procedimientos mercantiles, vulneraba el 
derecho de acceso a la justicia de la parte quejosa. 
Ambas partes interpusieron recurso de revisión, que atrajo para su resolución la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 
Criterio jurídico: La homologación de una sentencia extranjera en materia mercantil no requiere de 
la existencia de alguna convención internacional entre México y el Estado en que se emitió, pues su 
procedencia se finca en el respeto a los derechos adquiridos de las partes de un litigio derivados de 
la cosa juzgada, con independencia del lugar en el que éste se haya llevado, lo cual, a su vez, justifica 
en estos casos la cooperación procesal internacional, cortesía y solidaridad entre los Estados. 
Justificación: La cooperación procesal internacional constituye un principio de derecho 
internacional privado referente a las reglas de jurisdicción y competencia, así como a la seguridad y 
auxilio que se prestan recíprocamente los tribunales de diferentes países, en cuanto a la función 
jurisdiccional. Esta cooperación está motivada por el hecho de que los Estados se autoperciben 
como parte de una comunidad internacional, lo que conlleva una necesaria solidaridad entre ellos. 
Una forma en la que se materializa la cooperación procesal internacional es en la homologación que 
realiza un Estado de las sentencias dictadas fuera de su jurisdicción. Esta homologación obedece al 
respeto que, por regla general, debe darse a las decisiones de los tribunales extranjeros que 
alcanzan la categoría de cosa juzgada, pues de ellos derivan derechos adquiridos de las partes en 
litigio, con independencia del lugar en el que éste se haya llevado a cabo. 
Por lo tanto, no resulta imprescindible la existencia de un tratado internacional específico sobre la 
materia signado entre México y el país de donde provenga el fallo, pues la referida homologación 
se finca en el respeto de los derechos adquiridos de las partes de un litigio derivados de la cosa 
juzgada resuelta por tribunales extranjeros y en un principio de deferencia a sus decisiones finales, 
lo cual justifica la cooperación procesal internacional y la solidaridad entre Estados soberanos que 
se identifican como parte de una misma comunidad internacional. 
En esa lógica, si bien es posible que se rechace la homologación de una sentencia extranjera en 
materia mercantil, esto debe estar fundamentado en alguno de los supuestos excepcionales del 
artículo 1347-A del Código de Comercio; es decir, cuando: se hayan incumplido las formalidades 
previstas en tratados internacionales en materia de exhortos, el fallo derive de una acción real, haya 
sido emitido por un tribunal incompetente, se hayan vulnerado los derechos de audiencia y defensa 
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del demandado, el fallo no tenga el carácter de cosa juzgada, que la acción de origen esté pendiente 
de resolución en tribunales mexicanos, se afecte el orden público o el fallo no sea auténtico. 
 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 14/2021. 21 de septiembre de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Juan Jaime González Varas y Mariana Aguilar Aguilar. 
 
Tesis de jurisprudencia 150/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de agosto de 2025 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030917 

Instancia: Primera Sala 

Undécima Época 

Materia(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 163/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030917   
 
DEFENSORÍA PÚBLICA FEDERAL O LOCAL. PUEDEN INTERVENIR EN EL JUICIO DE AMPARO PENAL 
CONTRA ACTOS DE UNA AUTORIDAD LOCAL, EN FUNCIÓN DE LOS FACTORES QUE MAXIMICEN EL 
DERECHO A UNA DEFENSA ADECUADA.  
 
Hechos: Los órganos jurisdiccionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al analizar 
si corresponde a la defensoría pública federal o a la local asistir a una persona privada de la libertad 
que, sin asistencia jurídica, acude al juicio de amparo a reclamar actos de autoridades de una 
entidad federativa distinta a aquella en la que se encuentra el centro penitenciario federal donde 
está recluida. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en el 
supuesto mencionado puede asistir a la persona tanto la defensoría pública federal como la de la 
entidad federativa en la que se tramita la controversia de la que deriva el acto reclamado, lo que 
debe determinarse en función de los factores que maximicen el derecho a una defensa adecuada. 
Justificación: El derecho de toda persona sometida al poder punitivo del Estado a contar con un 
abogado que le asista en la defensa de sus intereses, reconocido por los artículos 14, 17 y 20 de la 
Constitución Federal, debe ser garantizado por toda autoridad que pretenda instaurar un proceso 
en su contra. No obstante, las controversias penales pueden tramitarse en más de un fuero, como 
cuando se promueve el juicio de amparo. Las autoridades involucradas en dichas controversias 
deben procurar la protección más amplia del derecho a una defensa adecuada, por lo que es 
inadmisible que se excusen de su cumplimiento apelando a restricciones presupuestales o 
disposiciones secundarias. En consecuencia, cuando una persona privada de la libertad acude al 
juicio de amparo para combatir actos de autoridades del fuero común, tanto las autoridades de las 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030917
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entidades federativas en las que se tramita la controversia como las de la Federación están obligadas 
a garantizar que la quejosa cuente con una persona que le asista. Por tanto, si no está debidamente 
asistida por un abogado, y no quiere o no puede nombrarlo, el órgano jurisdiccional debe requerir 
a la defensoría pública federal o local para que preste los servicios solicitados. Ello deberá 
determinarse en función de los factores que maximicen el derecho de defensa de la persona 
afectada, como puede ser: a) su familiaridad con el procedimiento de origen o con las disposiciones 
legales relevantes para la solución del conflicto; b) la facilidad que tienen para acceder a su 
defendido, a las pruebas necesarias para la defensa y a los tribunales ante los cuales habrán de 
intervenir; o c) cualquier otra cuestión que pueda incidir en la capacidad de la defensa pública de 
proporcionar un servicio de calidad. 
 
PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 433/2022. Suscitada entre el Pleno del Octavo Circuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito y el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 25 de junio de 2025. Mayoría de cuatro votos de las Ministras y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Loretta Ortiz Ahlf. 
Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Santiago Mesta 
Orendain. 
Tesis y/o criterios contendientes: 
El Pleno del Octavo Circuito, al resolver la contradicción de tesis 2/2021, la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia 
PC.VIII. J/6 P (11a.), de rubro: "DEFENSORÍA PÚBLICA FEDERAL. LE CORRESPONDE PROPORCIONAR EL SERVICIO DE 
ASISTENCIA JURÍDICA, CUANDO SE PROMUEVE UN JUICIO DE AMPARO Y LA PERSONA QUEJOSA ESTÁ PRIVADA DE SU 
LIBERTAD EN UN CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN SOCIAL QUE SE UBICA EN UNA ENTIDAD FEDERATIVA DISTINTA A 
LA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, CUYO JUICIO DE ORIGEN DERIVA DE UN ASUNTO QUE CORRESPONDE AL FUERO 
COMÚN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 13, Tomo IV, mayo de 2022, página 3808, con 
número de registro digital: 2024648. 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Sexto Circuito, al resolver la queja 35/2022, 
en la que determinó que para brindar una asesoría jurídica eficaz, activa y proactiva al quejoso, se le debe designar un 
defensor en el lugar de residencia del Juzgado de Distrito a través de la defensoría pública federal, es decir, a través de la 
Delegación del Instituto Federal de Defensoría Pública, y 
El emitido por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 
36/2022, en el que determinó que la defensoría pública en el ámbito federal, de acuerdo con el artículo 1 de la Ley Federal 
de Defensoría Pública, presta sus servicios en materia penal sólo en relación con procesos del propio ámbito federal. De 
manera que en todos los demás casos los servicios de defensa y asesoría corresponden a las autoridades estatales, y una 
determinación contraria implicaría desconocer que en la materia penal federal y local existe una regulación jurídica 
especializada distinta que distribuye competencias y facultades en función del fuero del que deriva el acto reclamado. 
 
Tesis de jurisprudencia 163/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de nueve 
de julio de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 15 de agosto de 2025 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2030997 

Instancia: Primera Sala  

Undécima Época 

Materia(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 229/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 
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https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2030997   
 
CONSENTIMIENTO INFORMADO Y DEBER DE INFORMAR A PACIENTES DE CIRUGÍAS 
SATISFACTIVAS DE AFIRMACIÓN DE GÉNERO. TIENEN UN ESTÁNDAR DIFERENCIADO Y 
REFORZADO PARA GARANTIZARLES ESTAR PLENAMENTE INFORMADAS AL TOMAR DECISIONES 
SOBRE SU CUERPO Y SU SALUD.  
 
Hechos: Una mujer trans se sometió a una cirugía plástica estética de afirmación de género. Luego, 
al sufrir complicaciones, demandó por responsabilidad civil al médico tratante y a la unidad médica 
quirúrgica. Alegó que no existió un consentimiento informado válido, pues el médico tratante no le 
explicó los riesgos, complicaciones y alternativas de la cirugía a partir de su situación particular. En 
primera instancia se condenó al médico tratante por responsabilidad civil subjetiva. Las partes 
interpusieron recurso de apelación en el que la sala resolvió absolver a los demandados, al 
considerar que existían cartas de consentimiento informado que cumplían con los requisitos de la 
normativa oficial mexicana. Además, señaló que la paciente ya estaba al tanto de los riesgos por 
consultas previas con otros profesionales de salud. La paciente promovió juicio de amparo directo 
en el que cuestionó el estándar del deber de informar y del consentimiento informado que subyace 
a tales consideraciones. 
Criterio jurídico: El estándar del deber de informar y el consentimiento informado adquiere un 
carácter diferenciado y reforzado en el contexto de las cirugías satisfactivas de afirmación de 
género, en atención a la calidad subjetiva de la persona paciente y a las particularidades de este tipo 
de intervenciones. 
Estas cirugías están protegidas por los derechos a la autonomía, la identidad y la salud, lo que exige: 
1) un proceso comunicativo robusto entre el personal médico tratante y la persona paciente; 2) una 
mayor diligencia para prever y explicar tanto los riesgos y complicaciones generales como aquellos 
específicos según las características de cada paciente; y 3) además, se requiere un umbral expandido 
de información, a fin de que sea suficiente, completa, oportuna, accesible, clara, comprensible y 
veraz, así como adaptarse a las particularidades de cada persona, de naturaleza médica y estética 
tomando en cuenta las expectativas y motivaciones expresadas al profesional de la salud. 
Justificación: La cirugía plástica estética, en general, y la cirugía con fines de afirmación de género, 
en particular, presentan diversos elementos que inciden en el proceso de toma de decisiones, la 
relación médico-paciente y los incentivos involucrados. Estos elementos justifican la necesidad de 
contar con un estándar diferenciado y reforzado que asegure que las personas pacientes estarán 
plenamente informadas al decidir sobre su cuerpo y su salud, así como a que los profesionales 
médicos prioricen su autonomía por encima de otros intereses. 
Entre esos elementos destacan: la naturaleza voluntaria del procedimiento quirúrgico —que lo 
inserta en el ámbito de la medicina electiva o satisfactiva, en la cual la voluntad libre y consciente 
de la persona paciente es el principio rector—; su relevancia identitaria —algunas personas trans, 
en ejercicio de su autonomía, optan por procedimientos médicos para expresar su identidad de 
género mediante características socialmente leídas como propias del género con el cual se 
identifican—; la disparidad en la información disponible; las expectativas personales; y las complejas 
dinámicas sociales y de género que rodean estos procesos. 
 
Así, el estándar del deber de informar no se satisface con la sola existencia de cartas de 
consentimiento informado bajo las normas oficiales mexicanas. Implica, primero, un procedimiento 
comunicativo que permita conocer condiciones preexistentes, motivaciones, expectativas y la 
relevancia de la cirugía para la identidad y expresión de género. Segundo, mayor diligencia para 
prever —a la luz de la lex artis médica— y comunicar completa y comprensiblemente los riesgos, 
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complicaciones o resultados adversos permanentes o temporales, generales y propios del caso, 
excluyendo solo los desconocidos por la ciencia médica al momento de la intervención. En tercer 
lugar, el rango de información se expande y adecúa, debiendo incluir alternativas, tiempo de 
recuperación, expectativas realistas a corto y largo plazo, cuidados postoperatorios y vida útil del 
implante, en su caso. 
Ese estándar no podrá entenderse como barrera basada en estereotipos o prácticas discriminatorias 
para las personas trans o de género diverso en el acceso a estos procedimientos. La posibilidad de 
decidir y acceder de manera segura a estas intervenciones está protegida por los derechos a la 
identidad, autonomía y salud. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo 7/2021. 17 de enero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarias: Adriana Marisela Ramírez Sánchez y María Dolores Igareda Diez de 
Sollano. 
 
Tesis de jurisprudencia 229/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece de 
agosto de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2031002 

Instancia: Primera Sala  

Undécima Época 

Materia(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 215/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031002   
 
DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. LOS COLEGIOS DE ABOGADOS SON SUJETOS IDÓNEOS PARA 
SU PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN A NIVEL COLECTIVO, EN TANTO EL ACCESO A LA JUSTICIA SE 
CONFIGURA COMO UN BIEN PÚBLICO. 
 
Hechos: Un colegio de abogados promovió un juicio de amparo indirecto en contra del Congreso de 
la Unión por su omisión absoluta de (a) expedir la legislación única en materia procesal civil y 
familiar, y (b) adecuar las leyes generales y federales que así lo requieran al principio de oralidad y 
a la prevalencia del fondo sobre forma en los procedimientos jurisdiccionales. El Juez de Distrito 
reconoció el interés legítimo del colegio de abogados a partir de su objeto social, el cual comprendía 
“pugnar por el mejoramiento de la administración de justicia”. En contra de esta determinación, las 
autoridades recurrentes plantearon, entre otras cosas, que la quejosa no había probado su interés 
legítimo, pues no había demostrado la conexión entre el derecho que estimó afectado (el derecho 
de acceso a la justicia) y su objeto social. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, si bien 
el primer obligado en la garantía del derecho de acceso a la justicia es el Estado, hay otros sujetos 
en la profesión legal que son esenciales para el funcionamiento del sistema jurídico. Entre ellos, los 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031002


16 
 

colegios de abogados se han configurado como actores fundamentales en la promoción del Estado 
de Derecho, los derechos humanos y, particularmente, el acceso a la justicia. 
Justificación: El derecho de acceso a la justicia tiene una importancia dual. Por un lado, constituye 
un derecho fundamental autónomo. Empero, por otro lado, es el medio principal para hacer 
efectivos y restituir las violaciones de los otros derechos fundamentales. Así, se debe reconocer una 
dimensión procedimental del acceso a la justicia, la cual se extiende como una garantía generalizada 
para toda la sociedad e implica un deber positivo por parte del Estado de proveer el acceso a las vías 
jurisdiccionales y eliminar las barreras que limiten o impidan dicho acceso. Para la Primera Sala, esta 
segunda dimensión del acceso a la justicia le da un carácter de derecho fundamental dual; esto es, 
tiene tanto una dimensión de naturaleza individual como una colectiva. Asimismo, también es 
posible reconocer el acceso a la justicia (en su faceta colectiva) como un bien público; es decir, como 
un derecho que no debe estar sujeto a las características de rivalidad ni exclusión (en otras palabras, 
debe garantizarse a todos sin que exista un límite en el número de personas que lo esté ejerciendo 
en un determinado momento, y no se debe excluir a nadie de la posibilidad de acceder a este 
servicio). A su vez, es notable que la promoción y defensa del acceso a la justicia sufre del problema 
del “polizón”, lo que significa que la mejora en el sistema general de administración de justicia por 
lo general es muy costosa en términos individuales y, aunque su beneficio social puede ser grande, 
el beneficio individual suele no superar los costos para una persona en lo particular. Todas estas 
características hacen que sea sumamente valiosa la participación de la sociedad civil en la defensa 
de este derecho; propósito para el cual destacan los colegios de abogados como asociaciones 
integradas exclusivamente por profesionistas del derecho y por su consecuente cercanía con las 
instituciones impartidoras de justicia. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 265/2020. 12 de mayo de 2021. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Tesis de jurisprudencia 215/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece de 
agosto de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

Registro digital: 2031002 

Instancia: Primera Sala  

Undécima Época 

Materia(s): Civil, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 215/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031011   
 
INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO DE LAS ASOCIACIONES CIVILES. PUEDE ACREDITARSE A PARTIR DE 
LA RELACIÓN ENTRE LA NATURALEZA DIFUSA O COLECTIVA DEL DERECHO IMPLICADO Y EL OBJETO 
SOCIAL DE LA ASOCIACIÓN QUEJOSA. 
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Hechos: Un colegio de abogados promovió un juicio de amparo indirecto en contra del Congreso de 
la Unión por su omisión absoluta de (a) expedir la legislación única en materia procesal civil y 
familiar, y (b) adecuar las leyes generales y federales que así lo requieran al principio de oralidad y 
a la prevalencia del fondo sobre forma en los procedimientos jurisdiccionales. El Juez de Distrito 
reconoció el interés legítimo del colegio de abogados a partir de su objeto social, el cual comprendía 
“pugnar por el mejoramiento de la administración de justicia”. En contra de esta determinación, las 
autoridades recurrentes plantearon, entre otras cosas, que la quejosa no había probado su interés 
legítimo, pues no había demostrado la conexión entre el derecho que estimó afectado (el derecho 
de acceso a la justicia) y su objeto social. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que si bien 
el Estado es el principal obligado en la garantía de los derechos fundamentales, la naturaleza 
colectiva, difusa o dual (es decir, que tienen tanto una faceta individual como colectiva) de algunos 
de estos derechos provoca que la sociedad civil tenga un papel determinante en su protección, lo 
que en el caso de las asociaciones civiles se puede traducir en el reconocimiento de un interés 
legítimo para defender estos derechos en un plano colectivo a través del amparo. 
Justificación: En el Amparo en Revisión 323/2014, la Primera Sala de la Suprema Corte especificó 
que el estándar para evaluar el interés legítimo de una asociación civil que buscaba reivindicar un 
derecho en su faceta colectiva debe partir de un análisis integral de la naturaleza de dicho derecho 
y del objeto social de la asociación. Con base en estos elementos se debe estudiar cómo se integran 
el uno con el otro en la petición del amparo. Bajo este precedente, en casos posteriores se desarrolló 
un criterio según el cual ciertos derechos pueden presentar una estructura jurídica compleja, una 
dimensión colectiva o un carácter de bien público; características que, si bien tienen marcadas 
diferencias, implican que la protección de estos derechos debe provenir no sólo del Estado, sino 
también de la sociedad civil. En este sentido, dado que las sociedades civiles son un vehículo para 
que las personas se agrupen para la consecución de un determinado fin, se considera que son 
sujetos particularmente bien posicionados para la protección de este tipo de derechos (en tanto 
contemplen dicha protección en su objeto social). Entonces, para evaluar el interés legítimo de una 
sociedad en el juicio de amparo (que alega es colectivo) debe partirse de la naturaleza del derecho 
implicado y la relación particular que la sociedad colectiva pueda tener con la dimensión colectiva 
de dicho derecho (su estructura compleja, su plano social, su carácter de bien público o alguna 
característica análoga). Además, a diferencia de lo que sucede con el interés legítimo visto desde un 
plano meramente individual, aquí, en principio, no será relevante que la afectación al derecho con 
el acto, ley u omisión reclamada sea más generalizada y que, consecuentemente, el beneficio del 
amparo también pueda alcanzar a más personas. Eso, en su caso, es una consecuencia del 
reconocimiento de ese interés legítimo. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 265/2020. 12 de mayo de 2021. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
Tesis de jurisprudencia 214/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece de 
agosto de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Registro digital: 2031020 

Instancia: Primera Sala  

Undécima Época 

Materia(s): Administrativa, Constitucional 

Tesis: 1a./J. 212/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031020  
 
NULIDAD DE UNA PATENTE. ES CONSTITUCIONAL EL REQUISITO QUE EXIGE ACREDITAR El INTERÉS 
JURÍDICO DE QUIEN LA SOLICITA. 
 
Hechos: En el dos mil diecisiete, el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial (IMPI), expidió una 
patente de un producto farmacéutico para evitar coágulos sanguíneos, la cual tendría vigencia hasta 
el dos mil treinta y uno. En el dos mil veinte, una farmacéutica solicitó al IMPI la declaración 
administrativa de nulidad de dicha patente al considerar que el producto farmacéutico era similar a 
otros previamente existentes, por lo que carecía de novedad. 
El artículo 188 de la Ley de la Propiedad Industrial abrogada dispone que para la nulidad de una 
patente se requiere que quien lo solicite tenga interés jurídico. Con base en ese artículo, el IMPI 
desestimó la petición de la empresa, al considerar que ésta carecía de interés jurídico. 
En contra de esa decisión, la farmacéutica promovió un juicio de nulidad. En dicha instancia se 
confirmó la decisión del IMPI, al considerarse que la empresa no probó que la patente que solicitó 
nulificar le afectara su esfera de derechos. Inconforme, la farmacéutica promovió un juicio de 
amparo directo para cuestionar la constitucionalidad de ese artículo, argumentando que se 
restringe su acceso a la justicia por exigir un interés jurídico para solicitar la nulidad de una patente 
en lugar de interés legítimo. 
El Tribunal Colegiado del conocimiento negó el amparo y la empresa interpuso un recurso de 
revisión cuyo conocimiento correspondió a la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación. 
Criterio jurídico: Es constitucional la exigencia de un interés jurídico para solicitar la nulidad de una 
patente ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, porque la resolución que dicte esa 
autoridad tendrá un efecto directo en la esfera jurídica del particular que la solicita, que es titular 
de un derecho y remediará la transgresión de un derecho subjetivo vulnerado. 
Justificación: El interés jurídico se relaciona con una afectación directa a la esfera de derechos de 
una persona, en tanto que el interés legítimo se vincula con una afectación que puede ser indirecta, 
pero su reparación permite que la persona obtenga un beneficio jurídico. 
El artículo 188 de la Ley de Propiedad Industrial abrogada prevé que el procedimiento de declaración 
administrativa de nulidad puede iniciarse por dos vías, ya sea de oficio por parte del Instituto 
Mexicano de la Propiedad Industrial, o bien, a petición de parte, siempre y cuando tenga interés 
jurídico y funde su pretensión. 
El requisito de interés jurídico en el segundo de los supuestos mencionados no supone una 
restricción al derecho de acceso a la justicia reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, porque dicha exigencia encuentra justificación en la seguridad 
jurídica de los tenedores de patentes para la preservación y protección de las actividades inventivas. 
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Además, la exigencia de un interés jurídico obedece a la finalidad de que la resolución que dicte la 
autoridad administrativa tenga efectos tangibles en la esfera jurídica de quien lo solicita y evitar 
conflictos de patentes injustificados. 
Esto es, por el alto grado de afectación que supone la pérdida de una patente, tanto para su titular, 
como para la industria relacionada, es necesario que el solicitante de la nulidad demuestre en forma 
fehaciente y comprobable un daño individualizado con la patente que reclama nula. Esa afectación 
debe ser susceptible de ser remediada mediante la emisión de una resolución por parte de la 
autoridad administrativa encargada de la protección de la propiedad industrial. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo directo en revisión 2381/2023. 14 de agosto de 2024. Unanimidad de cuatro votos de la Ministra y los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: Javier Alexandro González 
Rodríguez. 
 
Tesis de jurisprudencia 212/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece de 
agosto de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 
 

 

 

Registro digital: 2031048 

Instancia: Primera Sala  

Undécima Época 

Materia(s): Constitucional, Penal 

Tesis: 1a./J. 179/2025 (11a.) 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 

Tipo: Jurisprudencia 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2031048   
 
VÍCTIMAS INDIRECTAS Y POTENCIALES DEL DELITO. LOS GRUPOS, COMUNIDADES U 
ORGANIZACIONES SOCIALES PUEDEN OSTENTAR ESE CARÁCTER, EN FUNCIÓN DEL DAÑO 
EFECTIVAMENTE SUFRIDO Y DE LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO (INTERPRETACIÓN PRO PERSONA 
DEL ARTÍCULO 4, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS) 
 
Hechos: Una empresa editora solicitó al Ministerio Público que le reconociera la calidad de víctima 
indirecta, al considerar que el homicidio de su corresponsal afectó sus derechos de acceso a la 
justicia y a la libertad de expresión. La autoridad ministerial negó ese reconocimiento, lo que se 
impugnó en amparo. En éste, la empresa argumentó que el concepto "víctima" previsto en el 
artículo referido puede ser objeto de una interpretación amplia y pro persona para que se 
reconociera que las personas morales –como los medios de comunicación– son víctimas indirectas 
de los delitos cometidos en contra de las personas periodistas. El Juzgado de Distrito negó el amparo 
y afirmó que el artículo referido no da lugar a la interpretación solicitada. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, a partir 
de una interpretación pro persona del artículo 4, último párrafo, de la Ley General de Víctimas, los 
grupos, comunidades u organizaciones pueden ostentar el carácter no sólo de víctima directa, sino 
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también de indirecta y potencial, en función del daño efectivamente sufrido y de acuerdo con las 
circunstancias del caso. 
Justificación: La Constitución Federal no delimita el concepto de víctima, pero desde dos mil ocho 
su artículo 20 establece los derechos que le asisten cuando se le reconoce dentro del proceso penal. 
Lo anterior permite que –dentro del margen de la ley– el operador jurídico llegue a una conclusión 
que se ajuste a las necesidades de cada caso concreto, para arribar a la aproximación que más 
favorezca al interesado en aras de propiciar una igualdad de oportunidades frente al agente que le 
causó el daño o menoscabo con el hecho ilícito. 
Existen bienes jurídicos tutelados que tienen un carácter colectivo o, inclusive, difuso, por ello, antes 
de reconocer o no la calidad de víctima u ofendido del delito dentro de una causa penal, el operador 
jurídico, conforme a cada caso, tomará en cuenta otros elementos adicionales –y no sólo el bien 
jurídico tutelado por la norma–, para que así su conclusión sea integral, en donde pondere las 
circunstancias concretas, entre otras, la materialización de la afectación alegada, la existencia del 
derecho lesionado con el ilícito, así como la identificación de la persona o personas titulares, más la 
relación de causalidad entre el ilícito y el daño ocasionado. 
 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 547/2022. 11 de octubre de 2023. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, quien está con el sentido, pero contra consideraciones y reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Ana Margarita Ríos Farjat. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois 
Salazar. 
 
Tesis de jurisprudencia 179/2025 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de trece de 
agosto de dos mil veinticinco. 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de agosto de 2025 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de agosto de 2025, para los efectos previstos en el punto 
noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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